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139.845–“O., M. I. c/ D.  C.,  R.  s/ 
INCIDENTE AUMENTO CUOTA ALIMENTARIA” – J. Nº 7 –

///del Plata, 4 de junio de 2009.

VISTOS Y CONSIDERANDO:

I. Que en el presente incidente,  antes  de  correr  el 
traslado de la acción, el Sr. Juez de grado dispuso que 

comparecieran  las  partes  a  fin  de   intentar   una 

conciliación  entre  ellas  (v.  fs.  234  y  235);   y 
realizada  la  pertinente audiencia de fs. 242, allí se 

arribó   al  siguiente  acuerdo:  1)  Fijar  una  cuota 

alimentaria de $ 700,00, a depositar en cuenta Judicial 

con  más la asignación familiar por hijo discapacitado, 

la que regirá desde el 1º-05-2007; 2) Se conviene en no 

realizar ningún reclamo por alimentos atrasados;  y  3) 

Se  dará  de  baja  la asignación familiar referida que 

percibe el Sr. D. C., para que ésta  sea  percibida 

directamente  por la Sra. O.. En cuanto a las costas, 

el demandado pretende que sean impuestas  en  el  orden 

causado,  por  considerar  que  la audiencia ha sido la 

primera notificación que ha recibido sobre lo reclamado 

en  autos,  accediéndose a lo convenido; y por su parte 

la  actora,  que las costas sean impuestas al demandado 

en atención a la naturaleza alimentaria de la cuestión. 

No encontrándose presente en el referido acto  la  Sra. 

Asesora de Menores, se le dio vista a fs.  246  y  tomó 

intervención a fs. 247/8.

II.  En virtud de lo normado por el art. 308 del C.Pr., 

el Señor Juez de grado dictó a fs.  249  resolución  en 

los términos del art. 162 del Cód. cit., homologando el 

acuerdo  celebrado  en  la  audiencia  de   marras,   y 

determinó que las costas de este proceso las soporte el 

alimentante en razón de no desvirtuar la  finalidad  de 

la obligación; y tomando como base regulatoria el monto 

de $ 16.800,00, reguló honorarios a  los  Dres.  Carlos 

Druck y Raúl Osvaldo Liso, patrocinantes de la  actora, 

en la suma de $ 672,00 a cada uno,  y  al  Dr.  Alfredo 

Casareto,  patrocinante del demandado, en el importe de 

$ 940,00.III. A fs. 250 el  Dr.  Liso  interpuso  apelación  por
considerar bajos los honorarios a él regulados, recurso 
que  se  le  concedió a fs. 253. (Art. 57 del Decr. Ley 

8904).

Y,  a  fs. 255/256, el accionado Sr. D. C. presentó 

recurso  de  apelación contra la resolución de fs. 249, 

agraviándose  por  la  imposición  de  costas   y   por 

considerar altos los honorarios allí regulados, remedio 

que  fundó en la misma presentación y fue replicado por 

su contraria a fs. 258/259.IV. Expresa el incidentado en 
su memoria  que  la  Sra.O.  nunca  se  comunicó  con  él
  a  fin  de requerir incremento  alguno,  como  tampoco  –  a  pesar  de  su 
condición de médico – para obtener los medicamentos que 

su  hija  necesita.  Aduce que a pesar de la defectuosa 

citación, se presentó de inmediato a  la  audiencia,  y 

antes  de  su  comienzo  ya  habían  acordado  el nuevo 

importe  alimentario,  demostrando con tal conducta que 

nunca hubo contradicción, y con ello lo innecesario del 

inicio de este proceso que se podría  haberse  evitado, 

por  lo tanto solicita que las costas se impongan en el 

orden causado.
En relación a los honorarios, se agravia el quejoso  de 

la  base  regulatoria fijada por el a-quo, y expone que 

siendo   éste   un   incidente   de  aumento  de  cuota 

alimentaria  se  debe  tomar  el  menor monto reclamado 

(Art.  47  Ley  8904);  y por otra parte expresa que el 

art. 39, 2do. párr, de Ley 9804, dispone  que  la  base 

regulatoria  surge  de  calcular la diferencia entre el 

monto que venía abonando de $ 450,00 y el importe ahora 

actualizado de $ 700,00, cuyo resultado es la suma de $ 

250,00, por lo que la base a tener en cuenta  debe  ser 

de  $  6.000,00  y  no  la establecido por el Juzgador. 

Finalmente  expresa  que  pese  a  la  petición del Dr. 

Casareto de que se le  regulen  sus  honorarios  en  el 

mínimo  de  la  escala legal, ello no es aplicado en la 

resolución que se ataca.
V.  Por  su  parte  la  incidentista  al  contestar  el 
memorial  de su contrario, enuncia que se debe tener en 

cuenta  el  cuidado  y  la  dedicación que es necesario 

dedicar  a  diario a la menor discapacitada, que carece 

de otros ingresos, por lo que soportar costas en  orden 

causada  desvirtuaría  la finalidad de la obligación. Y 

en relación a la base  regulatoria  manifiesta  que  el 

cálculo  que hace el demandado es erróneo, toda vez que 

el  monto  del convenio arribado resulta de sumar los $ 

700,00 más la asignación por hijo  discapacitado,  cuyo 

importe es de $ 210,00 mensuales, que eleva la cuota  a 

la cuantía de $ 910,00. Restándole  los  $  450,00  que 

venía  abonando,  la  diferencia  resultante  es  de  $ 

460,00,  por  lo  tanto  la base regulatoria a tener en 

cuenta ascendería a $ 11.040,00.
IV. Analizadas todas las constancias de  las  presentes 
actuaciones - y  de  los  autos  agregados  por  cuerda 

caratulados  “D.C.,  R. c/ O., M. I. s/ 

Incidente de REDUCCIÓN de cuota alimentaria” (expte. Nº �

96.080),  ofrecida  como  prueba  (fs. 41 vta.); y “D. �

C., R. C/ O., M. I. s/ CONSIGNACION de ALIMENTOS”
  (expte.  Nº  92900)  -,  se adelanta que el �

recurso de apelación intentado, debe ser rechazado.

En efecto.

En relación la pretensión de distribuir las  costas  de 
este procesos en el orden causado, comenzamos señalando 

que  se  debe  tener  en  cuenta   primordialmente   la 

naturaleza  y  fines del deber alimentario, por lo que, 

en principio, deben ser soportadas por el  alimentante. 

Y  el  hecho  de  tratarse de un convenio homologado no 

obsta a tal solución, pues de no ser así  se  enervaría 

el  objeto esencial de la prestación alimentaria, si se 

lo  distrajera  para  atender  obligaciones   de   otra 

naturaleza.

Este  principio rige en todos los supuestos de fijación 

de alimentos, aunque hayan sido establecidos compulsiva 

o voluntariamente, siendo de aplicación  la  norma  del 

art. 68 y no la norma del art. 73 del CPC, cuando, como 

en  este  caso,  la  cuota ahora convenida no es la que 

venía pagando el alimentante, de manera que reviste  el 

carácter de vencido.

Al respecto esta Cámara y Sala ha dicho en  casos  como 

el presente que “… las costas del juicio  de  alimentos 

deben  ser  soportadas  por  la  parte alimentante, con 

prescindencia del resultado del  litigio.  En  el  caso 

específico del allanamiento, normalmente se declara que 

las costas corresponden al demandado, pues  de  no  ser 

así,   se   desvirtuaría   el  objeto  esencial  de  la 

obligación  alimentaria;  los  mismos  fundamentos  han 

determinado  que   las   costas   sean   aplicadas   al 

alimentante, en  el  caso  de  haberse  llegado  a  una 

transacción  o  convenio   homologado   judicialmente”. 

(CC0101 MP 74661 RSI-966-89 I 14-11-1989)

No obstante el criterio expuesto, debemos dejar sentado 

que  tal  discernimiento,  no  es  absoluto,  sino  que 

reconoce   evidentes   atemperaciones   cuando  así  lo 

aconseja la justicia del caso, y  consecuentemente,  el 

Juez o Tribunal podría establecerlas por  su  orden  en 

razón  de  las  particularidades  de  la  causa  y  las 

constancias de la misma,  siendo  viable  apartarse  de 

aquella  tesis  cuando  se  trate   de   promoción   de 

incidencias,  o peticiones, no ajustadas a derecho o no 

acordes con las constancias fácticas, o  bien  efectuar 

resistencia a cualquier determinación o disposición, en 

miras a no dar pie a eventuales  planteos  aventurados, 

escudados  en  la  no condena en costas, ya que en caso 

contrario se generaría una manifiesta desigualdad entre 

las  partes  al  liberarse a uno de los justiciables de 

toda responsabilidad. (CC0101 MP 86596 RSI-211-93 I 25-

3-1993; 88000 RSI-584-93 I 24-6-1993; entre otras).

Por  lo expuesto hasta aquí, no surgiendo elementos que 

nos  hagan  apartar de lo dicho en primer término sobre 

las costas de este proceso, se impone el rechazo de los 

agravios en el punto, con costas al recurrente.  (Arts. 

68, 69, 635, 641, 647, y ccdts., del Cód. ritual).

V.  En  cuanto  a  la  base  regulatoria  tomada por el 

Juzgador en la resolución de fs. 249, resulta errónea a 

los fines de fijar los honorarios en este incidente  de 

aumento  de  cuota  alimentaria, teniendo en cuenta que 

del  convenio  arribado  a fs. 242 resulta que la cuota 

alimentaria mensual, estaría compuesta por los $ 700,00 

allí  establecidos  “con más la suma que corresponde en 

concepto    de    asignación    familiar    por    hijo 

discapacitado”, cuyo importe  no  surge  comprobado  en 

autos (sin perjuicio que la actora lo indique a fs. 258 

vta. en la suma de $ 210,00 mensuales), por  lo  tanto, 

se deberá acreditar correctamente el monto total al que 

ascendió  el aumento de la cuota alimentaria para luego 

practicar el cómputo establecido en el 2do. párrafo del 

art. 39 del Decr. Ley 8904, para la fijación de la base 

regulatoria en este incidente. Como corolario, se  debe 

dejar sin efecto la pauta arancelaria determinada a fs. 

249, como así también los honorarios  regulados  en  su 

relación,  y  vueltos  los autos a primera instancia se 

deberá proceder en consecuencia a lo aquí indicado, sin 

costas  sobre  este  tema,  atento  la  forma  como  se 

resuelve. (Arts. 68/9, del C.Pr.).
De  conformidad a lo expresado, este Tribunal RESUELVE: 

1)  Rechazar  el recurso de apelación interpuesto a fs. 

255/256, en lo referente  a  las  costas  impuestas  al 

alimentante   en   la  resolución  de  fs.  249,  y  en 

consecuencia  se  la confirma, con costas al recurrente 

vencido (Arts. 68, 69, 635, 641,  647,  y  ccdts.,  del 

Cód. ritual); y 2) Dejar sin efecto la base regulatoria 

determinada en la misma  resolución  y  los  honorarios 

allí regulados en su derivación, por  lo  que,  vueltos 

los  autos  a  primera  instancia  se  deberá  proceder 

conforme lo señalado en el punto “V”  de  la  presente, 

sin costas sobre esta materia atento la forma  como  se 

resuelve. (Arts. 34,  inc.  5º,  68/9,  y  ccdts.,  del 

C.Pr.). Transcurrido el plazo del art. 267  del  C.Pr., 

devuélvase.-

RAMIRO ROSALES CUELLO

NELIDA ISABEL ZAMPINI

RICARDO DOMINGO MONTERISI

JOSE GUTIERREZ

  Secretario

